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RESOLUCIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL 

ELECTORAL, RESPECTO DEL PROCEDIMIENTO DE REMOCIÓN DE 

CONSEJEROS ELECTORALES IDENTIFICADO CON LA CLAVE DE 

EXPEDIENTE UT/SCG/PRCE/MORENA/JL/COAH/1/2017, INTEGRADO CON 

MOTIVO DE LA DENUNCIA PRESENTADA POR LOS REPRESENTANTES DEL 

PARTIDO MORENA ANTE EL CONSEJO LOCAL DEL INSTITUTO NACIONAL 

ELECTORAL EN EL ESTADO DE COAHUILA Y ANTE EL CONSEJO 

GENERAL DEL INSTITUTO ELECTORAL DEL MISMO ESTADO, EN CONTRA 

DE LA CONSEJERA PRESIDENTA GABRIELA MARÍA DE LEÓN FARÍAS Y 

DEL CONSEJERO ELECTORAL ALEJANDRO GONZÁLEZ ESTRADA, AMBOS 

DEL INSTITUTO ELECTORAL DE COAHUILA, POR HECHOS QUE PUDIERAN 

ACTUALIZAR SU REMOCIÓN, EN TÉRMINOS DE LA LEY GENERAL DE 

INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES 

 

 

Ciudad de México, 28 de marzo de dos mil diecisiete. 
 

 

R E S U L T A N D O  

 

 

I. DENUNCIAS.1 El nueve de enero de dos mil diecisiete, se recibió en la oficialía 

de partes de la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral (en adelante Unidad 

Técnica) los oficios INE/JLC/VE/004/17 e INE/JLC/VE/006/172, signados por el 

Vocal Ejecutivo de la Junta Local Ejecutiva de este Instituto en el estado de 

Coahuila, mediante los cuales remite los escritos de queja presentados por los 

representantes del Partido Morena, ante el Consejo Local de este Instituto en esa 

entidad federativa, y ante el Consejo General del Instituto Electoral del mismo 

estado, respectivamente, a través de los cuales denuncian a la Consejera 

                                                 
1 Visible a fojas 03-9 y 14-19 del expediente. 
2 Visible a fojas 014 y 019 del expediente. 
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Presidenta Gabriela María de León Farías y al Consejero Electoral Alejandro 

González Estrada, ambos del Instituto Electoral de Coahuila, por presuntas 

violaciones a la normativa electoral, consistente en el uso de información 

privilegiada, tráfico de influencias y desvío de recursos políticos en favor del 

Partido Revolucionario Institucional. 

 

Para acreditar su dicho se aportaron como medios de prueba ligas de páginas de 

internet del medio de comunicación Vanguardia y el Periódico Acceso, en las 

cuales se hace alusión a conversaciones –obtenidas, presuntamente, a través del 

“hackeo” del celular de David Aguillón Rosales, Presidente de la Fundación 

Colosio en Coahuila– en la que, supuestamente, intervienen el referido ciudadano 

y el Consejero Electoral Alejandro González Estrada.  

 

Asimismo, los quejosos señalaron que la Consejera Presidenta Gabriela María de 

León Farías, sin mayores pruebas descartó que las conversaciones publicadas 

fueran verídicas. 

 

Por lo anterior, solicitó la remoción de los consejeros mencionados y, como 

medida cautelar, la separación del Consejero Alejandro González Estrada de sus 

actividades dentro de las comisiones y comité que preside y de las que es 

integrante, porque sus conductas se apartan del profesionalismo en el servicio 

público y del principio de imparcialidad que está obligado a observar. 

 

II. REGISTRO; RESERVA Y PRONUNCIAMIENTO SOBRE MEDIDA 

CAUTELAR.3 El trece de enero de dos mil diecisiete, se tuvieron por recibidas las 

denuncias; se registraron con la clave de expediente citado al rubro, reservando 

su admisión y emplazamiento, hasta en tanto se realizaran las diligencias 

necesarias para mejor proveer y se requirió al Director de la Oficialía Electoral de 

la Dirección del Secretariado de este Instituto a efecto de que certificara los 

diversos links electrónicos ofrecidos por los quejosos como pruebas, diligencias 

que se detalla a continuación: 

 

                                                 
3 Visible a fojas 51-58 del expediente. 
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SUJETO REQUERIDO OFICIO Y NOTIFICACIÓN RESPUESTA 

Director de la Oficialía Electoral de la Dirección 

del Secretariado de este Instituto 

INE-UT/0322/20174 

19/01/2017 

INE/OE/DS/OC/0/003/2017 

20/01/20175 

 

Ahora, bien, sobre la medida cautelar solicitada se acordó que la normativa 

aplicable a los procedimientos de remoción de consejeros electorales no prevé 

dicha figura; aunado a que, sin prejuzgar sobre el fondo, la separación del 

consejero electoral resultaría desproporcional. Tal determinación fue notificada a 

los quejosos como se detalla a continuación: 

 

SUJETO REQUERIDO OFICIO Y NOTIFICACIÓN 

Representante propietario del Partido Morena ante el 

Consejo Local de este Instituto en el estado de Coahuila 

INE-UT/309/20176 

20/01/2017 

Representante propietario del Partido Morena ante el 

Consejo General del Instituto Electoral de Coahuila 

INE-UT/308/20167 

20/01/2017 

 

III. INVESTIGACIÓN PRELIMINAR.8 El nueve de febrero de dos mil diecisiete, 

para mejor proveer, el Titular de la Unidad Técnica acordó diversas diligencias a 

efecto de conocer quién difundió las conversaciones entre el Presidente de la 

Fundación Colosio en Coahuila y el Consejero Electoral Alejandro González 

Estrada. A continuación se detallan las mismas: 

 

SUJETO REQUERIDO OFICIO Y NOTIFICACIÓN RESPUESTA 

Alejandro González Estrada, Consejero 

Electoral del Instituto Electoral de 

Coahuila. 

INE-UT/1094/20179 

14/02/2017 
21/02/201710 

Presidente de la Fundación Colosio en 

Coahuila 

INE-UT/1095/201611 

15/02/2017 
22/02/201712 

 

                                                 
4 Visible a foja 59 del expediente. 
5 Visible a fojas 60-133 del expediente. 
6 Visible a foja 132 del expediente 
7 Visible a foja 135 del expediente 
8 Visible a fojas 155-158 del expediente. 
9 Visible a foja 166 del expediente 
10 Visible a foja 132 a 136 del expediente. 
11 Visible a foja 173 del expediente 
12Visible a fojas 189 a 192 del expediente. 
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IV. ELABORACIÓN DEL PROYECTO DE RESOLUCIÓN. En su oportunidad, al 

no existir diligencias de investigación pendientes de practicar, se ordenó elaborar 

el proyecto de resolución con los elementos que obran en el expediente citado al 

rubro; y 

 

 

C O N S I D E R A N D O 

 

 

PRIMERO. COMPETENCIA. El Consejo General del Instituto Nacional Electoral 

es competente para conocer y resolver los proyectos de resolución de los 

procedimientos de remoción de Consejeros Electorales de los Organismos 

Públicos Locales Electorales conforme a lo dispuesto en los artículos 41, Base V, 

apartado C, último párrafo, y 116, fracción IV, inciso c), párrafo 3º de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 32, párrafo 2, inciso b); 44, 

párrafo 1, incisos g), aa) y jj); 102, párrafo 2, y 103, de la Ley General de 

Instituciones y Procedimientos Electorales y 52, primer párrafo del Reglamento del 

Instituto Nacional Electoral para la Designación y la Remoción de las y los 

Consejeros Presidentes y las y los Consejeros Electorales de los Organismos 

Públicos Locales Electorales (en adelante Reglamento de Remoción). 

 

En el caso concreto, la denuncia recae sobre hechos imputables a la Consejera 

Presidente Gabriela María de León Farías y al Consejero Electoral Alejandro 

González Estrada ambos del Instituto Electoral de Coahuila. 

 

SEGUNDO. NORMATIVIDAD APLICABLE. El veinticuatro de febrero de dos mil 

diecisiete, este Consejo General determinó aprobar el acuerdo INE-CG28/2017, 

por medio del cual se modificó el Reglamento de Remoción, en este sentido el 

artículo ÚNICO transitorio establece: 

 

“ÚNICO. Los asuntos que se encuentran en trámite a la entrada en 

vigor del presente Acuerdo, serán resueltos conforme a los criterios y 

norma vigente al momento de su inicio.” 
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En consecuencia, el presente procedimiento deberá ser resuelto conforme a las 

normas vigentes al momento de la presentación de las denuncias, es decir, la 

normatividad sustantiva contenida en el Reglamento de Remoción vigente hasta 

el veinticuatro de febrero de dos mil diecisiete. 

 

Sirve de sustento argumentativo a lo anterior, el contenido de la Tesis XLV/200213, 

emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, cuyo rubro es “DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR 

ELECTORAL. LE SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS DEL IUS PUNIENDI 

DESARROLLADOS POR EL DERECHO PENAL” y el principio tempus regit 

actum, que refiere que los delitos se juzgarán de acuerdo con las leyes vigentes 

en la época de su realización. 

 

TERCERO. IMPROCEDENCIA DE LA QUEJA. A juicio de esta autoridad, la queja 

promovida por el Partido Morena en contra de la Consejera Presidenta Gabriela 

María de León Farías y al Consejero Electoral Alejandro González Estrada, ambos 

del Instituto Electoral de Coahuila (en adelante OPLE), es improcedente, en 

términos de lo establecido por el artículo 40, numeral 1, fracciones III, inciso a), y 

V, del Reglamento de Remoción. 

 

En la disposición invocada se establece que la queja o denuncia será 

improcedente y, en consecuencia, se desechará de plano en aquellos casos en los 

que, se formulen pretensiones que no se pueden alcanzar jurídicamente, por ser 

notorio y evidente que no se encuentran al amparo del derecho; o bien, que no 

constituyan alguna de las causas graves previstas en el artículo 102 de la Ley 

General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

 

Lo anterior implica que, para que pueda ser admitida una denuncia y pueda 

válidamente instaurarse un procedimiento de remoción en contra de los 

Consejeros Electorales de los Organismos Públicos Locales Electorales, es 

necesario que los hechos planteados por el quejoso estén sustentados en 

elementos objetivos de donde claramente se puedan deducir conductas de tal 

                                                 
13 Consultable en Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 

Suplemento 6, Año 2003, páginas 121 y 122. 



CONSEJO GENERAL 

EXP. UT/SCG/PRCE/MORENA/JL/COAH/1/2017 

6 

gravedad que ameriten su remoción. Situación que no ocurre en el caso que nos 

ocupa, como se analizará a continuación. 

 

Es preciso señalar que, con la finalidad de tener un análisis esquematizado y 

ordenado de la presente Resolución, la misma será dividida en dos apartados, en 

los que se analizaran las causales de improcedencia, tal como se detalla a 

continuación: 

 

 Apartado A. Respecto de los hechos imputados a Alejandro González 

Estrada, Consejero Electoral del IEEC.  

  

 Apartado B. Respecto de los hechos imputados a Gabriela María de León 

Farías, Consejera Presidenta del IEEC. 

 

Señalado lo anterior, se presenta el análisis de los apartados correspondientes. 

 

Apartado A. Respecto de los hechos imputados a Alejandro González 

Estrada, Consejero Electoral del IEEC. 

 

Los denunciantes, en síntesis, se inconformaron por el supuesto uso de 

información privilegiada y desvío de recursos políticos en favor del Partido 

Revolucionario Institucional; lo que se hace depender de las supuestas 

conversaciones, realizadas a través de una aplicación electrónica, entre Alejandro 

González Estrada, Consejero Electoral del OPLE y el Presidente de la Fundación 

Colosio, perteneciente al referido instituto político. 

 

Para sustentar sus pretensiones aportaron como medios de prueba ligas de 

páginas de internet de los medios de comunicación Vanguardia y Periódico 

Acceso, como se detalla a continuación: 

 

LIGA DE INTERNET MEDIO DESCRIPCIÓN 

http://www.periodicoacce

so.com/2016/12/26/si-

filtra-conversacion-entre-

aguillondavid-y-

Periódico acceso 

Encabezado: SI FILTRA 

CONVERSACIÓN ENTRE 

@AGUILLONDAVID Y CONSEJERO 

DEL @IECOAHUILA: RECIBE 

http://www.periodicoacceso.com/2016/12/26/si-filtra-conversacion-entre-aguillondavid-y-consejero-del-iecoahuila-recibe-instrucciones-y-pasa-información-al-pri/
http://www.periodicoacceso.com/2016/12/26/si-filtra-conversacion-entre-aguillondavid-y-consejero-del-iecoahuila-recibe-instrucciones-y-pasa-información-al-pri/
http://www.periodicoacceso.com/2016/12/26/si-filtra-conversacion-entre-aguillondavid-y-consejero-del-iecoahuila-recibe-instrucciones-y-pasa-información-al-pri/
http://www.periodicoacceso.com/2016/12/26/si-filtra-conversacion-entre-aguillondavid-y-consejero-del-iecoahuila-recibe-instrucciones-y-pasa-información-al-pri/
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LIGA DE INTERNET MEDIO DESCRIPCIÓN 

consejero-del-iecoahuila-

recibe-instrucciones-y-

pasa-información-al-pri/ 

INSTRUCCIONES Y PASA 

INFORMACIÓN AL PRI. 

En dicha nota se relata que en días 

pasados fue difundido en el portal de 

Youtube un video con imágenes del 

teléfono “hackeado” del ex secretario 

de gobierno David Aguillón Rosales. 

De dicho teléfono, presuntamente se 

obtuvieron conversaciones –de una 

aplicación de mensajes de texto–, en 

las que el Consejero Electoral 

Alejandro González Estrada le rinde 

informes y recibe instrucciones por 

parte del Presidente de la Fundación 

Colosio. 

 

Cabe mencionar que, en la nota en 

comento, se transcribe en su totalidad 

las conversaciones descritas en el 

párrafo precedente. 

http://www.vanguardia.co

m.mx/articulo/niega-

consejero-del-iec-ser-

quien-chatea-con-priista-

para-llegar-acuerdos 

Periódico 

Vanguardia  

ENCABEZADO: Niega consejero del 

IEC ser quien chatea con priísta 

para llegar a acuerdos. 

En la nota se reseña que el Consejero 

del Instituto local, negó que sean de su 

autoría los presuntos mensajes de 

conversaciones con el presidente de la 

Fundación Colosio y expresidente del 

PRI estatal, David Aguillón Rosales, y 

sostuvo que hay evidentes intenciones 

de “minar” la labor del IEC, previo al 

proceso electoral. 

 

Las ligas antes referidas versan sobre la filtración de conversaciones –vía 

mensajes de texto– realizadas, supuestamente, entre el Consejero Electoral 

referido y el Presidente de la Fundación Colosio. 

http://www.periodicoacceso.com/2016/12/26/si-filtra-conversacion-entre-aguillondavid-y-consejero-del-iecoahuila-recibe-instrucciones-y-pasa-información-al-pri/
http://www.periodicoacceso.com/2016/12/26/si-filtra-conversacion-entre-aguillondavid-y-consejero-del-iecoahuila-recibe-instrucciones-y-pasa-información-al-pri/
http://www.periodicoacceso.com/2016/12/26/si-filtra-conversacion-entre-aguillondavid-y-consejero-del-iecoahuila-recibe-instrucciones-y-pasa-información-al-pri/
http://www.vanguardia.com.mx/articulo/niega-consejero-del-iec-ser-quien-chatea-con-priista-para-llegar-acuerdos
http://www.vanguardia.com.mx/articulo/niega-consejero-del-iec-ser-quien-chatea-con-priista-para-llegar-acuerdos
http://www.vanguardia.com.mx/articulo/niega-consejero-del-iec-ser-quien-chatea-con-priista-para-llegar-acuerdos
http://www.vanguardia.com.mx/articulo/niega-consejero-del-iec-ser-quien-chatea-con-priista-para-llegar-acuerdos
http://www.vanguardia.com.mx/articulo/niega-consejero-del-iec-ser-quien-chatea-con-priista-para-llegar-acuerdos
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Derivado de lo anterior, se advierte que los denunciantes pretenden atribuir al 

consejero electoral denunciado, el uso de información privilegiada y desvío de 

recursos políticos en favor del Partido Revolucionario Institucional por el contenido 

de las conversaciones antes referidas, que se insisten, están transcritas en la nota 

difundida en el Periódico Acceso. 

 

En razón de ello, esta autoridad electoral encaminó la investigación hacia los 

sujetos que presuntamente, participaron en las multicitadas conversaciones, a 

efecto de conocer si fueron ellos quienes difundieron las mismas. 

 

Al respecto, el Consejero Electoral Alejandro González Estrada manifestó lo 

siguiente: 

 

“…No soy la persona que participa en la conversación denunciada. 

 

(…) 

 

…las pruebas aportadas por el denunciante son ilícitas y, por tanto, deben ser 

excluidas de la valoración de la queja. 

 

Esto, porque el denunciante aporta como elementos de prueba las ligas de 

dos notas de internet, en las que se afirma que la obtención de las 

conversaciones materia de la denuncia se obtuvieron de un Hackeo de 

teléfonos, que apareció en un video que se difundió en youtube, cuya 

participación se le imputa a mi persona. 

 

Lo anterior, ya que si bien no soy quien participa en esa supuesta 

conversación, ni tengo elementos para poder afirmar que efectivamente se 

trata de una conversación real entre dos personas o bien es una falsificación, 

la simple narrativa de la denuncia, en el sentido de haber obtenido algún 

elemento por un hecho ilícito como el Hackeo, es suficiente para que sea 

excluido de cualquier investigación, pues tal situación atenta contra el derecho 

a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas, previstas en el artículo 16 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual se 

extiende en las llevadas a cabo mediante cualquier medio o artificio técnico 
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desarrollado a la luz de las nuevas tecnologías, desde el correo o el telégrafo, 

pasando por el teléfono alámbrico y móvil, hasta las comunicaciones que se 

producen mediante sistemas de correo electrónico, mensajería sincrónica 

(chat), en tiempo real o instantánea asincrónica, intercambio de archivos en 

línea y redes sociales. 

 

Por lo que, para su aportación a un proceso que pueda ser eficaz, la 

comunicación debe allegarse lícitamente, mediante autorización judicial para 

su intervención o a través del levantamiento del secreto por uno de sus 

participantes pues, de lo contrario, se considera una prueba ilícita, ya que se 

obtuvo mediante violación a derechos fundamentales y, por tanto, debe ser 

nula y excluida de la valoración. ”   

 

De lo transcrito se advierte que el Consejero Electoral denunciado argumenta no 

ser la persona que interviene en dicha conversación y que las notas ofrecidas 

como prueba, en sí mismas reconocen que se trata, en todo caso, de un acto 

ilícito al mencionar que la conversación fue “hackeada”. 

 

Por otra parte, David Aguillón Rosales, Presidente de la Fundación Colosio en 

Coahuila, manifestó lo siguiente: 

 

“Yo no participé en la conversación materia de análisis, y ni tengo 

conocimiento de la existencia de la misma. 

 

(…) 

Reitero, yo no participé en la conversación de materia de análisis, por lo tanto 

yo no he difundido ninguna supuesta conversación y mucho menos cuento 

con un supuesto audio original. 

 

(…) 

Niego categóricamente los hechos que se me tratan de imputar, y bajo 

protesta de decir verdad, yo NO uso el mensajero electrónico denominado 

Telegram.  

 

De lo hasta aquí expuesto, se advierte que las dos personas que, presuntamente, 

intervinieron en la conversación difundida en el portal de internet Youtube negaron 
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haber difundido y participado en tal conversación y ambos expresan que la 

difusión del audio representa un hecho ilícito. 

 

Es importante mencionar que aún y cuando los ciudadanos incoados niegan haber 

participado en la conversación de mérito, sobre esta, cobra relevancia advertir el 

contenido del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos que, en lo que interesa al presente asunto, establece que las 

comunicaciones privadas son inviolables, excepto cuando sean aportadas de 

manera voluntaria por alguno de los particulares que participen en ellas, por lo 

que, en ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el deber de 

confidencialidad que establezca la ley. 

 

En este contexto, esta autoridad advierte que la probanza ofrecida y la cual 

sustenta los hechos denunciados es ilícita lo que imposibilita a este órgano para 

ejercer su función investigadora.  

 

Se afirma lo anterior, porque, de conformidad con lo establecido en el artículo 20, 

apartado A, fracción IX de la Constitución General, cualquier prueba obtenida con 

violación de derechos fundamentales será nula.  

 

En el caso, sirve como criterio orientador, lo sostenido por el Pleno de la Suprema 

Corte de la Nación en la tesis P. XXXIII/2008, con número de registro 169859, de 

rubro “INTERVENCIÓN DE COMUNICACIONES PRIVADAS SIN 

AUTORIZACIÓN JUDICIAL. LAS GRABACIONES DERIVADAS DE UN ACTO 

DE ESA NATURALEZA CONSTITUYEN PRUEBAS ILÍCITAS QUE POR 

MANDATO EXPRESO DEL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL CARECEN DE 

TODO VALOR PROBATORIO”. A continuación se transcribe la parte que 

interesa:  

 

“(…) En los párrafos noveno y décimo del citado precepto constitucional se 

establece el derecho fundamental a la inviolabilidad de las 

comunicaciones privadas, que únicamente la autoridad judicial federal 

podrá autorizar su intervención, a petición de la autoridad federal que 

faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa 

correspondiente, en la inteligencia de que esas autorizaciones no podrán 
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otorgarse cuando se trate de materias de carácter electoral, fiscal, 

mercantil, civil, laboral o administrativa ni en el caso de las comunicaciones 

del detenido con su defensor y que los resultados de cualquier intervención 

autorizada que no cumpla con los requisitos legales aplicables carecerán de 

todo valor probatorio. Ante ello, debe estimarse que el Poder Reformador de la 

Constitución consignó la prevalencia, en todo caso, del referido derecho 

fundamental sobre el derecho de defensa y de prueba garantizados en los 

artículos 14 y 17 de la propia Constitución, prerrogativas que se encuentran 

sujetas a limitaciones establecidas para sujetar al principio de legalidad la 

disciplina probatoria y para garantizar que la actividad jurisdiccional se lleve a 

cabo en estricto cumplimiento al marco constitucional y legal aplicable, por lo 

que cualquier grabación derivada de la intervención de una 

comunicación privada que no se haya autorizado en términos de lo 

establecido en el artículo 16 constitucional constituye una prueba ilícita 

que carece de todo valor probatorio (...)” 

 

[Énfasis añadido] 

 

Si bien el medio de prueba versa sobre una comunicación de manera escrita, 

resulta aplicable lo establecido por la Sala Superior del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación en la Jurisprudencia 10/2012 de rubro 

“GRABACIÓN DE COMUNICACIONES PRIVADAS. CARECE DE VALOR 

PROBATORIO EN MATERIA ELECTORAL.” A continuación se transcribe la 

parte que interesa: 

 

“De los artículos 16, párrafos decimotercero y decimoquinto y 41, base VI, de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que se 

reconoce el derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones 

privadas; que los resultados de cualquier intervención que no cumpla con los 

requisitos legales aplicables carecerán de todo valor probatorio y que en 

materia electoral la autoridad judicial no puede autorizar la intervención de 

esas comunicaciones; en esas condiciones, como las autoridades electorales 

deben observar los principios de constitucionalidad y legalidad en sus 

actuaciones, es de concluirse que cualquier grabación o medio de prueba 

derivado de la intervención de una comunicación privada, constituye una 

prueba ilícita que carece de todo valor probatorio en materia electoral.” 
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En la misma línea argumentativa, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación, en el SUP- JRC-79/2011 y acumulados, estableció lo 

siguiente: 

 

“Por tanto, si las intervenciones de las comunicaciones que habiendo sido 

autorizadas, conforme a la Constitución y leyes secundarias aplicables, no 

cumplen los requisitos y límites previstos en esos ordenamientos, carecen de 

todo valor probatorio, por lo cual, tales elementos probatorios no deben 

ser admitidos a procedimiento o proceso alguno, consecuentemente, las 

grabaciones de comunicaciones que no hayan sido autorizadas por la 

autoridad jurisdiccional federal competente, y aportadas en un proceso 

jurisdiccional, carecerán de todo valor probatorio. 

 

Por lo anterior, es conforme a Derecho considerar, con base en el citado 

precepto constitucional, que cualquier medio de prueba que resulte de la 

intervención de comunicaciones se asume, a priori, inconstitucional 

hasta en tanto no se acredite fehacientemente que su obtención se llevó 

a cabo conforme a los requisitos, procedimientos y límites establecidos 

en las normas jurídicas citadas. 

 

 Esa presunción de inconstitucionalidad sólo puede ser derrotada con la 

aportación de los elementos que acrediten que la obtención de tales medios 

se llevó a cabo en pleno respeto a la Constitución y a las leyes secundarias 

aplicables. Por lo tanto, la carga de aportar tales elementos de derrotabilidad 

recae en quien pretenda ofrecer al procedimiento o al proceso tal prueba. 

 

(…) 

 

Con base en lo expuesto, esta Sala Superior considera que por “prueba 

ilícita” se ha de entender propiamente el medio de prueba que, aportado 

al procedimiento o al proceso, tiene su fuente en una acción o actividad 

violatoria de las normas constitucionales o legales. Una consecuencia de 

esa ilicitud estriba en que el medio de prueba aportado no deba ser 

admitido y, por tanto, deba ser excluida de la valoración de todos los 

medios aportados lleve a cabo la autoridad competente. Aunado a lo 

anterior, la norma constitucional prohíbe expresamente que, en materia 

electoral específicamente, puedan ser intervenidas las comunicaciones. 
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En este sentido, conforme a las normas constitucionales y legales aplicables, 

la intervención de las comunicaciones, llevadas a cabo al margen del 

ordenamiento jurídico constituye un ilícito constitucional que no debe ser 

admitido por carecer de todo valor probatorio, independientemente del tipo 

de procedimiento o proceso al que se pretenda aportar, y más aún, como en 

este particular, al tratarse de un proceso jurisdiccional.” 

 

De lo anterior se puede afirmar que es la autoridad judicial federal quien se 

encuentra facultada para autorizar la intervención de las conversaciones privadas, 

en el entendido que no es procedente la autorización cuando se trate de materias 

de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o administrativa; y que los 

resultados de cualquier intervención autorizada que no cumpla con los requisitos 

legales aplicables carece de todo valor probatorio. 

 

Esto es así, atendiendo a que la Constitución consigna la obligación de las 

autoridades de, en todo momento, hacer prevalecer los derechos fundamentales 

de defensa y de prueba garantizados en los artículos 14 y 17; y con ello, sujetar el 

actuar de la autoridad al principio de legalidad, garantizando que las actividades 

realizadas por éstas se lleven a cabo en estricto cumplimiento al marco 

constitucional y legal aplicable. 

 

Así pues, esta autoridad electoral no puede conceder a la conversación materia de 

análisis, valor probatorio alguno para acreditar la responsabilidad del denunciado, 

toda vez que no existe elemento para desprender que la conversación, hubiese 

sido difundida por alguna de las partes involucradas, lo que conlleva a determinar 

que se trata de una prueba ilegal.  

 

En este contexto, es necesario precisar que toda acusación debe sustentarse en 

evidencia sólida y fiable, obtenida con apego a lo que establecen las leyes, sin que 

medie efecto corruptor alguno que merme el material probatorio, por lo que, en el 

presente asunto, no puede darse ningún valor al audio ofrecido como prueba, 

pues actuar de manera contraria, violenta los derechos fundamentales de los 

particulares que sostuvieron la misma.  
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En razón de lo anterior y en virtud que los hechos denunciados emanan del 

contenido de la conversación difundida de manera ilícita, en términos de lo 

razonado previamente, no puede concedérsele validez a partir de bases contrarias 

a la normativa, situación que no puede obviar esta autoridad ya que se encuentra 

obligada a que todas sus actuaciones se sujeten a los principios del Estado 

democrático y a los principios rectores de la función electoral, así como a las 

normas constitucionales y legales. 

 

Con base en lo antes expuesto, la denuncia presentada en contra de Alejandro 

González Estrada, Consejero Electoral del IEEC, debe desecharse por 

improcedente, con fundamento en el artículo 40, numeral 1, fracción III, inciso a) 

del Reglamento de Remoción. Lo anterior, porque la pretensión de los quejosos no 

es jurídicamente alcanzable, ya que la queja no puede ser admitida a trámite al 

estar sustentada en una prueba ilícita. 

 

Criterio similar fue sostenido por este Consejo General al emitir la resolución 

INE/CG27/2017, aprobada por unanimidad de votos de sus integrantes en sesión 

celebrada el veinticuatro de febrero de dos mil diecisiete.14 

 

Apartado B. Respecto de los hechos imputados a Gabriela María de León 

Farías, Consejera Presidenta del IEEC. 

 

Los denunciantes, en sus escritos de queja, imputan responsabilidad a la 

Consejera Presidenta del OPLE, derivado de comentarios vertidos por esta misma 

en los cuales expresa lo que a continuación se describe: 

 

“Las conversaciones y los hechos que ahí se mencionan evidentemente son 

falsos, no corresponden ni a las épocas, ni a los hechos en que sucedieron los 

acontecimientos en el Instituto Electoral de Coahuila”  

 

“los mensajes no corresponde a la forma en que se expresa el consejero, e 

incluso afirmó que él no utiliza la aplicación de mensajería” 

                                                 
14 Cabe precisar que dicha resolución se encuentra sub iudice toda vez que fue impugnada por el quejoso en 
aquel asunto. 
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Para hacer valer su dicho presentaron como prueba la siguiente liga de internet: 

 

LIGA DE INTERNET MEDIO DESCRIPCIÓN 

http://www.vanguardia.co

m.mx/articulo/ventilan-

presuntos-vinculos-pri-

iec-presidenta-lo-niega 

Periódico 

Vanguardia 

ENCABEZADO: Ventilan presuntos 

vínculos PRI-IEC; Presidenta lo 

niega. En la nota se narra que la 

Consejera Presidenta del Instituto 

Electoral de Coahuila descartó que los 

mensajes de texto difundidos fueran 

verídicos y pidió se investigara, pues, a 

su consideración, se buscaba 

desestabilizar el proceso electoral en la 

entidad. 

 

Sobre lo anterior, cabe precisar que la prueba aportada corresponde a una nota 
periodística cuyo valor probatorio aumenta o disminuye cuando son adminiculadas 
con otros medios de prueba, criterio que ha sido sustentado por la Sala Superior 
en la jurisprudencia 38/2002, de la Sala Superior.15 
 

                                                 
15 NOTAS PERIODÍSTICAS. ELEMENTOS PARA DETERMINAR SU FUERZA INDICIARIA. Los 
medios probatorios que se hacen consistir en notas periodísticas, sólo pueden arrojar indicios 
sobre los hechos a que se refieren, pero para calificar si se trata de indicios simples o de indicios 
de mayor grado convictivo, el juzgador debe ponderar las circunstancias existentes en cada caso 
concreto. Así, si se aportaron varias notas, provenientes de distintos órganos de información, 
atribuidas a diferentes autores y coincidentes en lo sustancial, y si además no obra constancia de 
que el afectado con su contenido haya ofrecido algún mentís sobre lo que en las noticias se le 
atribuye, y en el juicio donde se presenten se concreta a manifestar que esos medios informativos 
carecen de valor probatorio, pero omite pronunciarse sobre la certeza o falsedad de los hechos 
consignados en ellos, al sopesar todas esas circunstancias con la aplicación de las reglas de la 
lógica, la sana crítica y las máximas de experiencia, en términos del artículo 16, apartado 1, de la 
Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, o de la ley que sea 
aplicable, esto permite otorgar mayor calidad indiciaria a los citados medios de prueba, y por tanto, 
a que los elementos faltantes para alcanzar la fuerza probatoria plena sean menores que en los 
casos en que no medien tales circunstancias. 
Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Suplemento 
6, Año 2003, página 44.” 

 

http://www.vanguardia.com.mx/articulo/ventilan-presuntos-vinculos-pri-iec-presidenta-lo-niega
http://www.vanguardia.com.mx/articulo/ventilan-presuntos-vinculos-pri-iec-presidenta-lo-niega
http://www.vanguardia.com.mx/articulo/ventilan-presuntos-vinculos-pri-iec-presidenta-lo-niega
http://www.vanguardia.com.mx/articulo/ventilan-presuntos-vinculos-pri-iec-presidenta-lo-niega
http://200.23.107.66/siscon/gateway.dll/nJurisprudenciayTesis/nVigentesTercerayCuartaEpoca/compilaci%C3%B3n.htm?f=templates$fn=document-frame.htm$3.0$q=%5Borderedprox,40%3ANOTAS%20PERIOD%C3%8DSTICAS%20FUERZA%20INDICIARIA%5D%20$uq=$x=server$up=1$nc=5347#38/2002
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Ahora bien, en el caso, esta autoridad considera que si bien, no existen otros 
elementos para que, adminiculados con la nota de referencia, puedan hacer 
prueba plena de los hechos que se acusan, ya que lo que se imputa a la 
Consejera Presidenta son argumentos genéricos y subjetivos en las que se limitan 
a señalar que sin mayores pruebas descartó que las conversaciones publicadas 
fueran verídicas, sin que se aporten mayores elementos probatorios de los que 
sea posible advertir la existencia de una conducta contraria a derecho, máxime 
que las conductas que se denuncian, versan sobre las conversaciones analizadas 
en el Apartado A, mismas que, se reitera, corresponden a una prueba ilegal. 
 
Con base en lo antes expuesto, la denuncia presentada en contra de la Consejera 
Presidente Gabriela María de León Farías debe desecharse por improcedente, 
con fundamento en el artículo 40, numeral 1, fracción V, del Reglamento de 
Remoción. Lo anterior, porque los hechos denunciados no constituyen una de las 
causas graves previstas en el artículo 102 de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales. 
 
CUARTO. MEDIO DE IMPUGNACIÓN. En términos de lo dispuesto en el artículo 
42 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, 
la presente determinación es impugnable mediante recurso de apelación, el cual 
según lo previsto en los artículos 8 y 9 del mismo ordenamiento legal se debe 
interponer ante la autoridad señalada como responsable, dentro de los cuatro días 
hábiles siguientes a aquel en que se tenga conocimiento del acto o resolución 
impugnada, o se hubiese notificado de conformidad con la ley aplicable. 
 
Por lo expuesto y fundado, se: 
 
 

R E S U E L V E 
 
 
PRIMERO.- Se desecha la denuncia interpuesta en contra de la Consejera 
Presidente Gabriela María de León Farías y al Consejero Electoral Alejandro 
González Estrada, ambos del Instituto Electoral de Coahuila, en términos de lo 
precisado en el Considerando Tercero. 
 
SEGUNDO.- La presente resolución es impugnable a través del recurso de 
apelación previsto en el artículo 42 de la Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral. 
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Notifíquese personalmente a las partes la presente resolución y por estrados a 

los demás interesados en el presente procedimiento; lo anterior, con fundamento 

en los artículos 47 y 55, numeral 1, del Reglamento del Instituto Nacional Electoral 

para la Designación y la Remoción de las y los Consejeros Presidentes y las y los 

Consejeros Electorales de los Organismos Públicos Locales Electorales. 

 

En su oportunidad archívese el presente expediente, como asunto total y 

definitivamente concluido. 

 

La presente Resolución fue aprobada en sesión extraordinaria del Consejo 

General celebrada el 28 de marzo de 2017, por votación unánime de los 

Consejeros Electorales, Licenciado Enrique Andrade González, Maestro Marco 

Antonio Baños Martínez, Maestra Adriana Margarita Favela Herrera, Maestra 

Beatriz Eugenia Galindo Centeno, Doctor Benito Nacif Hernández, Doctor José 

Roberto Ruiz Saldaña, Licenciada Alejandra Pamela San Martín Ríos y Valles, 

Maestro Arturo Sánchez Gutiérrez, Licenciado Javier Santiago Castillo y del 

Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello, no estando presente 

durante el desarrollo de la sesión el Consejero Electoral, Doctor Ciro Murayama 

Rendón. 
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